FORMACIÓN INTERDISCIPLINARIA  EN LA EDUCACIÓN JURÍDICA 

SUBTEMA 5).  DERECHO Y POLÍTICA.

Por MAURO FLORENCIO LEANDRO MARTIN
.

1).  Concepto de política.
La política deriva  del adjetivo polis (politikós),  que se refiere  a todo lo relativo a la ciudad, es decir ciudadano, civil, público y, por lo tanto,  sociable y social. El término política se nos ha transmitido  por influjo de la gran obra de Aristóteles, titulada la política, que debemos considerar como el primer gran tratado  sobre la naturaleza,  funciones y partes  del Estado, y sobre las diferentes formas  de   gobierno, es decir,  de reflexión ya sea de alcance  meramente descriptivo o prescriptivo sobre la cosa de la ciudad. Durante  siglos,  el término “política”  se ha utilizado principalmente  para hacer referencia  a las obras dedicadas  al estudio de aquella esfera  de la actividad  humana que,  de alguna forma,  se refiere a las cosas del Estado.
Modernamente, a decir del  de Norberto Bobbio
, el término ha perdido su significado  original, viéndose  sustituido progresivamente  por expresiones como “ciencia del Estado”, “doctrina del Estado”, “ciencia política”, “filosofía política”, etc. En la actualidad se  emplea normalmente  para referirse a la actividad o conjunto  de actividades que,  de alguna forma,  tiene como punto de referencia a la polis,  es decir al Estado.  La polis,  puede actuar bien como sujeto  de esa actividad  y en ese sentido pertenecen a la esfera política  actos tales como el ordenar  (o prohibir)  algo con efectos vinculantes  para todos los miembros de un grupo social, el ejercicio de  un dominio exclusivo sobre un determinado territorio, el legislar con normas válidas  erga omnes,  la obtención y distribución  de recursos de un sector  a otro de la sociedad, etc.; bien como objeto, y en ese sentido,  pertenecen a la esfera política  acciones tales como la conquista, la consecución, defensa, ampliación,  refuerzo, destrucción,  derrocamiento del poder estatal, etc.
La prueba, está en que  obras  que continúan  la tradición del tratado Aristotélico, se denomina  en el siglo XIX Filosofía del Derecho (Hegel, 1821),  Sistema de la ciencia del Estado ( Lorenz von Stein, 1852 – 1856),  Elementi di Scienza Política (Mosca, 1896), Teoría General del Estado (Georg Jellinek, 1900). El opúsculo de Croce,  Elementi di política (1925), conserva parcialmente el significado  tradicional, conforme al cual “política” mantiene el significado de reflexión sobre la actividad política, por lo que equivale a  “Elementos de filosofía política”. Constituye una prueba adicional, de que puede extraerse del uso habitual  en todas las lenguas más difundidas  de llamar  historia de las doctrinas o ideas políticas o, aún  más  generalmente,  del pensamiento político, a la historia  que,  de haber permanecido  invariable el significado que nos trasmitieron los clásicos, debería haberse denominado historia de la política, por analogía  con otras  expresiones como  historia de la física o  de la ética. Uso que recoge  el opúsculo de Croce,  el cual lo denomina  Per la storia  della filosofía  della política al capítulo referido  a un breve excursus  teórico  sobre las doctrinas políticas modernas.  

El término política aparece relacionado estrechamente  con el de poder. El término poder,  se ha definido tradicionalmente como  “consistente en  los medios  para obtener una determinada  ventaja”(Hobbes) o,  también como “ el conjunto de medios  que permiten conseguir  los efectos deseados “ (Russell. Al ser uno de estos medios  el dominio sobre otros hombres  (junto al dominio de la naturaleza), el poder queda definido como una relación  entre dos sujetos en la que uno impone  al otro la voluntad propia  y determina contra la  de aquel su comportamiento. Es más, el dominio sobre los hombres  no es, por lo general, un fin en sí  mismo,  sino un medio para obtener “alguna ventaja” o , más exactamente,  “los efectos deseados”. La definición de  poder  como la posesión de  los medios que permiten conseguir, en efecto,  “alguna ventaja” o “los efectos deseados”. Entonces, el poder político pertenece  a la categoría del poder  de un hombre  sobre otro. Esta relación de poder se expresa a través de innumerables formas, en las que es posible reconocer  las formulas típicas del lenguaje político. Como relación entre gobernantes y gobernados, entre soberano y súbdito, entre estado y ciudadanos,  entre ordenar y obedecer, etc.  
En cuanto a las formas de poder, en la edad moderna,  John Locke  (al comienzo del segundo tratado  sobre el Gobierno Civil, de 1690) afronta el problema de la distinción   entre el poder del padre  sobre los hijos,  el del capitán de una galera  sobre los remeros (que era la forma de esclavitud en su época) y el del gobierno civil. Sostiene que el primero descansa en la generación  “ex natura”), el segundo en el derecho de castigar (ex delicto) y el tercero en el consenso (ex contractu). Esta tripartición de las formas de poder ha tenido  gran importancia histórica  porque,  entre otras cosas,  ha permitido distinguir del buen gobierno del malo. 
2).  Derecho y política.

Los teóricos  de sistemas parten del supuesto  de  que se debe hacer distinción  entre sistema jurídico y sistema político. Se trata de  diferentes subsistemas  del sistema llamado sociedad.  Otro,  probablemente conformando la gran mayoría, niega esa posibilidad debido  a los estrechos  y evidentes  nexos entre política  y derecho.  Sin embargo,  una larga  tradición consolidada  a partir de la temprana edad moderna, nos motiva a considerar lo político y lo jurídico como si se tratara de un sistema unitario. En gran parte, a decir de  Niklas Luhmann
,  esto se debe al concepto simultáneamente  político y jurídico del Estado.
Una de las  particularidades  que distingue el desarrollo Europeo,  en el mundo,  se debió sin duda a su marcada  acentuación  de los supuestos jurídicos de convivencia social. Esta convivencia se verificó  sobre el fundamento del derecho civil  romano y sobre la formulación de sus principios, sustentados en el derecho natural. Durante la edad media esto fue la razón  por la que se excluyó la idea  de la unidad entre derecho y política. Y, sin estos principios no hubiera tenido lugar la evolución  de la iglesia organizada  en torno al papa en contra del imperio teocrático, y tampoco se hubiera encontrado  la vinculación del derecho  constitucional con el Estado  con “el Estado constitucional”.
En cierto modo,  el derecho  ya se encontraba presente,  cuando el Estado moderno empezó a consolidarse  políticamente. Esto debido a una costumbre desarrollada  localmente y, en parte,  como derecho elaborado  formalmente: diferenciado mediante múltiples institutos jurídicos, fijados por escrito,  orientado a enseñar  y aprender. Existía el derecho feudal ye el derecho de las ciudades, los derechos del rey y, desde la  alta edad media,  la separación, sobre todo,  entre el derecho canónico y el derecho  civil profano. Desde esta perspectiva  jurídica no existía  todavía en el siglo XVI  ningún “derecho público” y ningún concepto común de derecho (dominiun, imperium, iurisdictio) que pudiese representar la unidad  la pretendida unidad  del poder territorial.  La dinámica propia  del derecho y lo  específico de su problemática excluyen   una copia directa de la  representación  del orden político  en el derecho. 

En vista de la  rápida y creciente  complejidad  y la inseguridad  jurídica ligada a ello,  el Estado territorial  de la temprana  Edad Moderna había visto su tarea primordial  en la unificación  del derecho válido  en sus territorios, así como la organización de la administración de justicia. Todo,  para llevarlos  hacia un control  central y,  con ello, consolidar  la propia unidad del Estado. Es más, en esto descasaba  su comprensión de la “soberanía”
 y su consolidación política.

 El concepto de soberanía – o de poder soberano - , a decir de Niklas Luhmann
, encubría el juego de dos conceptos muy diferentes de poder político: la noción de capacidad generalizada  de que las órdenes se obedecieran, y la  noción de poder jurídico que hacía posible reconocer  que el poder  había sido presentado e impuesto  conforme a derecho; es decir, en forma  ya previamente  especificada. Esta fusión,  de ambos aspectos  del poder en dominio  era indispensable, porque existía tan solo  la jurisdicción como administración local. Por ello, la soberanía significaba,  desde la segunda mitad del siglo  XVI  fundamentalmente: control político centralizado  de la jurisdicción, anulando las jurisdicciones feudales, eclesiásticas y  corporativas, que se justificaban  a partir de derechos propios.
 Así, soberanía significó  registro y unificación de los derechos regionales mediante el proceso de la imprenta. Soberanía significó la aceptación del lenguaje  y los logros conceptuales del derecho civil romano como fundamento del saber  jurídico. Soberanía significó  creciente actividad legislativa.  Por ello se puede hablar de un concepto político de la Ley y ver en ello una  categoría de transición   entre la razón  política y validez jurídica.

 A más tardar de la segunda mitad del siglo XVI, con Bodin,  Suárez, Pufendorf, se hablaba políticamente,  de la unidad en el derecho natural,  entre política y derecho. Esta unidad descansaba  sobre el supuesto de que  sólo por ese  medio el individuo  se constituiría  en sujeto jurídico y que sólo así se alcanzaría  la condición  para el surgimiento  de una  economía apoyada  en la división del trabajo  y del contrato. Hobbes
 formulo más agudamente  esto indicando que los individuos, anteriormente considerados  tan solo como los cuerpos que podían matar y ser matados – y  esto en forma deliberada  por encontrarse ya dotados  de razón -, se convierten  en individuos  en el   sentido de una segunda  naturaleza artificial, “autorizando” al soberano a imponer  el derecho arbitrariamente. Sólo así  es posible  establecer una correspondencia  entre los derechos y las obligaciones. Por consiguiente, el  individuo debe su  individualidad  civil  a la unidad del derecho y la política, y esta unidad está indisolublemente unida a la individualidad del individuo. Al final de este movimiento que organizó   la política y el derecho,  se encuentran las grandes codificaciones del siglo XVIII  y XIX y, finalmente,  la idea de que la función  del Estado  consista   en la garantía de una libertad  conforme a derecho; es decir;  dentro de los límites de este.
La comprensión que se  logró para vincular  política y derecho  se resumió  y superó  finalmente  en el esquema “Estado de derecho” o “estado constitucional de derecho”.  Como “Estado de derecho”  el Estado era simultáneamente  una institución  jurídica y una instancia de responsabilidad  política que miraba por el derecho: por la imposición y el subsiguiente  desarrollo jurídico; por la adaptación de las cambiantes  circunstancias  sociales  y a los fines políticos realizables.

En la actualidad,  Ronald Dworkin,  en su obra  Taking Rights Seriously ( Los derechos en serio),  describe su proyecto  filosófico  como la definición y defensa de “una teoría  liberal del derecho”
. Por su parte John Rawls
, en  su libro Teoría de la Justicia,  expresa que  su objetivo es presentar  una concepción de la justicia  que generalice y lleve a un nivel superior  de abstracción la conocida  teoría del contrato social  tal como se encuentra, digamos, en Locke,  Rousseau y Kant. A su vez el referido autor,   expresa que  se ocupara también   en las concepciones  utilitarista  clásica  e intuicionista de la justicia. Es más,   el referido autor, John Rawls
, en su libro Liberalismo  Político,  indica que los  dos principios propuestos de  la justicia,  son  como ejemplos  del contenido  de una concepción política  liberal de la justicia. Por su Parte el jurista Italiano Ricardo Guastini
, nos indica que  lo que los juristas pasan  por “teoría”  es, más bien, “ideología”;  lo que pretenden presentar  como “ciencia”  jurídica es política del Derecho. 
La conexión entre teoría del derecho y la teoría política tiene diferentes niveles de complejidad. En el sentido más obvio, el sistema  jurídico forma parte  del sistema político, por lo que la filosofía política  quedaría incompleta  sino se ocupara de las leyes  y su cumplimiento, la constitución, el poder legislativo, los tribunales, la adjudicación,  el razonamiento  jurídico, el imperio de la Ley, etc.  Los parlamentos y tribunales son instituciones políticas; el imperio de la Ley es un ideal político; el razonamiento jurídico y la adjudicación judicial  forman parte de la cultura jurídica de la sociedad.  De ello se desprende que ningún estudio de las instituciones jurídicas de una sociedad deberían de prescindir de sus instituciones políticas y viceversa.  No  se puede entender la cultura   jurídica  de una comunidad  sin tener en cuenta  su cultura  jurídica. En ese sentido, en ese sentido, la teoría jurídica puede considerarse  como una rama  o subconjunto  sustancial de la teoría política.  Pero, ello no significa que la teoría  jurídica dependa  de la teoría política para existir. El derecho puede ser parte  de la política, pero puede ser una parte relativamente  autosuficiente. La teoría  jurídica debe prestar atención  al fenómeno  político. El teórico del derecho debe tender  la relación existente entre  doctrinas e instituciones jurídicas por un lado y  el contexto  político general  por otro lado,  para comprender el derecho  y del funcionamiento de las doctrinas  jurídicas, sino su comprensión  será improductiva o  insuficiente. El derecho forma parte de un sistema  político y opera como parte de dicho sistema. Con ello se trata de reconocer  la cooperación de ambos ámbitos de estudio.  
3).  Política y constitucionalismo.
En la actualidad,  a decir de MAURICIO FIORAVANTI
,  tras la caída de los regímenes totalitarios  y la conclusión de la segunda guerra mundial parece insuficiente una afirmación solemne, protegida por la constitución de los derechos y libertades frente a los posibles prevaricadores  de los poderes públicos. Parece necesario concebir  a la Constitución  misma, y al mismo tiempo, no sólo como norma fundamental de garantía,  sino también como una norma directiva  fundamental a la  que deben conformarse  en sus acciones, en nombre de los valores constitucionales, todos los sujetos políticamente activos, públicos y privados. Agrega dicho autor  que  En definitiva, se concibe la Constitución  no sólo como mecanismo  encaminado a la protección de los derechos, sino también como  gran norma directiva, que  solidariamente compromete  a todos en la obra  dinámica de realización  de los valores constitucionales.
En tal sentido, la  Constitución en la era del constitucionalismo, ya no es una simple hoja de papel como expresara   FERDINAND LASALLE,  sino  que bajo las ideas del juristas  RUDOLF SMEND
,  la constitución no pudiera ser comprendida  como simplemente norma positiva  porque el estado no es  una pura forma jurídica  ni el resumen estático  de los tres elementos  (territorio, pueblo y poder)  sino vida espiritual. De ahí que recoja esa vida intensa en la que se desarrolla y cobra sentido  el ser del  Estado, no es, pues, la Constitución una serie de artículos fríos, sino un receptáculo  que recoge los latidos  de ese fondo espiritual, de esa comunidad que hace a un pueblo  sentirse Estado. La Constitución es la ordenación jurídica del Estado, mejor dicho,  de la dinámica vital en la que se desarrolla la vida del Estado. La finalidad del proceso es la perpetua reimplantación  de la  realidad total del Estado, y la  Constitución  es la plasmación  legal o normativa  de aspectos determinados  de este proceso.
Agrega el jurista Rudolf Smend
, que  por eso la Constitución, es una expresipond e valores materiales  propios, no encorseta, sino es una realidad  fluye, una realidad  “integradora”, que no sirve solo para la organización del Estado ni para conseguir fines  de bienestar general, sino para hacer realidad  ese “valor” integrador” sin el cual carecería de sentido o, dicho de otra forma, le haría perder  pie en las profundidades  de la realidad circundante. La constitución  ha de coordinar, realzar, dar relieve a los factores de integración  presentes en el grupo social que es el  pueblo, de ahí que la legitimidad de la Constitución  sea un problema de fe, de fe social, basada en los valores materiales que permiten al grupo  vivir  “integrado” y constituirse en Estado.
De ello se sigue  que la Constitución no puede ser interpretada como cualquier  otra norma jurídica (su   discrepancia con el Kelsenianismo es evidente, pero también con el decisionismo  Schmittiano) ya que pertenece a  su ser intimo su elasticidad, su capacidad para transformarse  a sí misma y rellenar sus propias lagunas  o vanos. De la misma forma, los derechos fundamentales no pueden ser contemplados  de una manera formalista, sino precisamente política en cuanto expresan un sistema  cultural y de valores de carácter “integrador”, aspecto  que es de  donde  procede su fuerza  formidable.

Posteriormente,  el juristas  KONRAD HESSE 
,   expresa que la Constitución  es el orden jurídico  fundamental  de la comunidad. La Constitución  fija los principios rectores  con arreglo a los cuales se deben formar la unidad política y se deben asumir las tareas del Estado. Contiene los procedimientos para resolver los conflictos en el interior de  la comunidad. Regula la organización  y el procedimiento de formación de la unidad política y la actuación estatal. Crea las bases y determina los principios  del orden jurídico en su conjunto. En todo ello es la Constitución  “el plan estructural básico, orientado  a determinados principios  de sentido para la conformación  jurídica de una comunidad”.  

Agrega dicho autor, Konrad Hesse
,Indica que dicha constitución debe tener fuerza normativa,  condicionada  de una parte  por la posibilidad de realización  de los contenidos de la Constitución. Cuando mayor sea la conexión  de sus preceptos con las circunstancias  de la situación  histórica, procurando conservar y desarrollar  lo que ya se halla esbozado en la disposición individual del presente, tanto mejor conseguirán estos preceptos  desplegar su fuerza normativa. Cuando la Constitución ignora  el Estado de desarrollo espiritual, social, político o económico de su tiempo,  se ve privada del imprescindible  germen  de fuerza vital, resultando incapaz de conseguir  que se realice el Estado por ella dispuesto en contradicción con dicho Estado de desarrollo. Su fuerza vital y operativa  se basa en su capacidad para conectar  con las fuerzas  espontáneas y las tendencias  vivas  de la época, de su capacidad  para desarrollar  y coordinar   estas  fuerzas, para ser, en razón de su objeto, el orden  global especifico  de relaciones vitales concretas.

Finalmente, el Jurista PETER HÁBERLE 
, nos indica que la Constitución no se limita a ser solo  un conjunto de textos jurídicos o un mero compendio de  reglas normativas, sino la expresión de un cierto grado de desarrollo  cultural, un medio de auto representación  propia de todo un pueblo, espejo de su legado cultural y fundamento de sus esperanzas y deseos.

En ese sentido,  el estudiante de derecho, a fin de conocer  derecho,  así como  interpretar  la constitución  y a partir de allí interpretar las leyes,  no basta con conocer las normas sino que debe conocer principalmente la política, la filosofía,  la sociológica, la ética, la  economía y otras ciencias culturales, caso contrario  la constitución  será inaplicada.

4). La formación  política del abogado.
En mérito a la estrecha vinculación entre  política y derecho,  en la formación técnico profesional del Abogado, las  asignaturas de  formación deben asegurar  al alumno  una formación  política. Es más,  se deben propiciar  una  sólida fundamentación multidisciplinaria que permita al alumno situarse  como ciudadano o persona humana, en una sociedad de cambios, y comprender mejor las transformaciones históricas, políticas, ideológicas y económicas. Solamente así  es posible  capacitarlo  a desenvolverse  en el raciocinio  y la reflexión  crítica  sobre  el derecho existente, como agente de transformación  y cambio  o para comprender  los cambios efectuados.

Para conocer el derecho existente  no es necesario un curso académico, basta  sólo una formación técnica.  El derecho positivo cambia, más los principios  quedan. Por ello es  necesario alcanzarse los principios, las  categorías  científicas, las teorías generales,  los datos  de otras ciencias  y ramas de conocimiento, particularmente   aquellas  que tienen a la persona humana  y las relaciones intersubjetivas como objeto. De allí la importancia  de la política, de la filosofía (inclusive de la ética),  economía, sociología,  teoría jurídica, que  deben  ser  resaltadas  en los nuevos currículos de estudio de las facultades de  derecho en las universidades. 
En la actualidad la formación profesional  del Abogado es apenas  dogmática,  por lo que debe  generarse un perfil  del profesional,  entre las que debe destacarse:

a). Formación humanística, técnico-jurídica y práctica,  indispensable la adecuada comprensión   interdisciplinaria  del fenómeno  jurídico y de las transformaciones sociales y políticas;

b).  Sentido ético  profesional, asociado  a la responsabilidad  social, con una comprensión  de la  causalidad  y  finalidad de las normas jurídicas,  y de la búsqueda  constante de la libertad del hombre   y de la sociedad;

c).  Capacidad de aprensión, trasmisión  con  crítica  y productiva,   creativa  del derecho,  aliada  al raciocinio  lógico  y  conciencia de necesidad  de permanente actualización;
d)  Capacidad de  equilibrar problemas  y buscar soluciones  armónicas a las exigencias sociales y políticas;
e) Capacidad  de  desenvolver  conflictos extrajudiciales de prevención   y solución de conflictos  individuales y colectivos:

f) Visión actualizada  del mundo y, en particular   conciencia  de los problemas nacionales e internacionales.

En ese sentido, la formación  profesional del Abogado  en las universidades debe comprender también el aspecto político,  con la implantación de cursos como: ideas políticas, pensamiento político, teoría de la política, filosofía política, política jurisdiccional y otros,  a efecto de que el profesional del derechos  se  encuentre capacitado y pueda a través del fenómeno político  comprender mejor el fenómeno jurídico.

4).  Conclusiones.

1).  El derecho, como ciencia humana es social, exige de quienes estudian y lo  practican, una visión  amplia y interdisciplinaria  de todo el campo  de las relaciones  humanas sociales, o sea,  una sólida  formación cultural y humanística.

2). Para mantener  el mismo carácter humanístico,  el currículo debe incluir  algunas materias  no jurídicas, necesarias a la integral  formación del juristas (sociología,  economía,  historia,  política, etc.).

3). Se debe preparar  al Abogado  para una visión  abierta y pluralista  del Estado de derecho, ampliando con su compromiso de la defensa de los individuos y los grupos sociales ante el Poder Judicial y Tribunal Constitucional, conforme al proceso democrático en el que se desenvuelve.

4). Toda decisión  jurídica significa  una escala ideológica e valorativa, tiene, consecuentemente implicaciones   políticas.  Una enseñanza jurídico meramente técnico no preparara  el jurista  para tales decisiones.

5). La participación de los estudiantes  en el proceso político debe ser estimulada, a través  de conferencias, debates y seminarios sobre los grandes temas nacionales,  y teniéndose  a la vista  la circunstancia de  que la formación profesional no puede quedar  divorciada de la formación política.

6). La enseñanza jurídica debe, por tanto,  ser de índole científica,  buscando formar  el jurista  despierto  para la importancia  política y social del derecho, atento a las exigencias y a los valores fundamentales de la persona humana, consciente de las prerrogativas  y de los deberes  del Abogado, del Juez,  del Promotor, del Procurador, del  profesor de Derecho.

7). Las rápidas  transformaciones sociales, en un país en desenvolvimiento, no más  admiten  la  figura del Abogado, limitado al estrecho  círculo de actividades meramente  técnicas. El Abogado  debe ser humanista, valorativo y filosófico. Debe estimular  la postura crítica y la  participación en el proceso histórico y político.
8).  La enseñanza jurídica debe preparar  al jurista  para asumir  su lugar  en el mundo moderno, como un “ingeniero social”, operando  con el derecho  y sobre el derecho, para  una  sociedad  más justa y libre.

6). Recomendaciones.

1). Se recomienda que en las facultades de derecho se implante  cursos sobre política (tales como  ideas políticas,  filosofía política, teoría del Estado, teoría del poder, derecho constitucional, política jurisdiccional u otros).
� Mauro Florencio Leandro Martín. Docente de la facultad de Derecho y Ciencia Política de la Universidad Nacional Federico Villarreal y de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos. Lima – Perú.


� BOBIO, Norberto,  Teoría General de la Política.   Traducción de  Antonio  de Cabo  y Gerardo  Pisarello. Editorial Trotta. España.2009.  P.  176.


� LUHMANN Niklas.  El derecho de la sociedad. Editorial Herder. México, 2005. P. 474. 


�  La soberanía, para  Jean Bodin,  “Es el poder absoluto y perpetuo  de una república”. “El poder  supremo  sobre los ciudadanos y súbdito  y desligados de las leyes” ( Antonio Truyol y Serra. Historia de la filosofía  del derecho y del Estado. 2.  Del renacimiento a Kant. Alianza Editorial. Madrid, 1995. P. 147). 


� LUHMANN Niklas.  El derecho de la sociedad. Ob. cit.  P. 476. 





� HOBBES, decía que  la sociedad civil está constituida por el contrato social, en que cada uno de una multitud de hombres se obliga, por el contrato con los demás,  a no resistir a las ordenes de los hombre o ante el consejo que hayan reconocido como su soberano. Cuando un hombre, por pacto o contrato,  ha cedido  o renunciado a cualquier derecho, está obligado o comprometido  a no estorbar  a aquellos  a quienes él cedió o  abandonó ese derecho, en el goce y beneficio de este. En otras palabras, según la siguiente ley de la naturaleza, el hombre debe cumplir  sus pactos. Si este principio no se sostiene, la sociedad misma se disolverá (Laurence Berns,  en  Historia de la Filosofía Política. Leo Straus y Joseph Cropsey (compiladores).  Fondo de Cultura Económica. México, 2010. P. 383).


�DWORKIN Ronald. Los derechos en serio. Traducción Marta Guastavino. Editorial Ariel. España 1995. P. 32.


� RAWLS John. Teoría de la justicia. Traducción de María Dolores Gonzales. Fondo de Cultura Económica. México, 2010. P. 24.


� RAWLS John. Liberalismo Político, traducción de Sergio René  Madero Báez.  Fondo de Cultura Económica. México, 2013. P. 31.


�  GUASTINI RICCARDO.  En  la introducción del libro  de Cultura Jurídica y Política del Derecho de  Giovanni TARELLO. Editorial Comares. Granada 2002. P. 7.


�  MAURIZIO Fioravanti, Los Derechos Fundamentales. Editorial Trotta. Madrid, 2009. P. 128.


� RUDOLF SMEND,  en Maestros Alemanes  del Derecho Público ( 2DA. ED.) de FRANCISCO SOSA Wagner. Editorial Marcial Pons. Madrid, 2005. P. 491.


� RUDOLF SMEND,  en Maestros Alemanes  del Derecho Público. Ob. cit. P. 491.


� KONRAD HESSE.  Escritos de Derecho Constitucional.  Traducción de Pedro Cruz  Villalón.  Fundación  Coloquio  Jurídico  Europeo- Centro de Estudios  Políticos y Constitucionales. Madrid, 2012. P. 43 – 44.


� KONRAD HESSE.  Escritos de Derecho Constitucional.  Ob. cit.  P. 52.





� PETER HÄBERLE,  Teoría de la Constitución como Ciencia de la Cultura. Traducción de  Emilio Mikunda. Editorial Tecnos. Madrid, 2002. Pág. 34.





